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N
unca en democracia España había 
tenido un gobierno tan intervencio-
nista y hostil contra la empresa pri-

vada. La coalición entre el PSOE y Pode-
mos, asociados con los independentistas, 
lleva siete años agrediendo, de palabra y 
obra, a los empresarios, a los que culpa de 
todos los males del país. La deriva conduce 
hacia un Estado excesivamente regulado en 
el que se coloniza la actividad privada, 
mientras el sector público hace y deshace a 
su antojo y la seguridad jurídica se ha con-
vertido en un dolor de cabeza para los in-
versores. Pero lo peor es que los empresa-
rios y quienes lo representan no saben có-
mo responder a esta actitud. Con algunas 
excepciones, su actitud ha sido la de ceder 
“para evitar daños mayores”. 

Un simple vistazo a la hemeroteca nos 
recuerda la ofensiva del Ejecutivo contra la 
decisión de Ferrovial de mover su sede so-
cial fuera de España, la colonización de Te-
lefónica con cambio incluido de presiden-
te, los continuos ataques contra las empre-
sas energéticas (los “ricachones” en pala-
bras de Pedro Sánchez) a las que se les ha 
llegado a culpar del apagón, los impuestos 
extraordinarios a la banca y 
las eléctricas, los ataques 
sistemáticos de los socios de 
izquierdas a los beneficios 
empresariales y la consulta 
popular en busca de pretex-
tos para impedir la fusión de 
BBVA y el Banco de Saba-
dell. Cada vez que surge un 
problema se buscan culpables en el sector 
privado y, lo que es peor, surgen las peticio-
nes de nacionalizar determinados sectores 
económicos. 

La Constitución de 1978 establece que 
España es una “economía social de merca-
do”, pero los socialistas de hoy se están de-
jando llevar por sus socios comunistas y los 
independentistas de izquierdas hacia un in-
tervencionismo sin límites. Todos nos de-
beríamos alegrar de que España mantenga 
un crecimiento económico envidiable, que 
se creen empleos y que la bolsa esté en un 
momento boyante. Pero es una falacia atri-
buir esos logros en exclusiva a la acción del 
Gobierno. Son las empresas las que hacen 
crecer la economía, generan puestos de tra-
bajo y hacen que los inversores compren 
sus acciones. 

Muchas veces, luchando contra las deci-
siones oficiales y soportando los insultos de 
la izquierda política y los propios sindicatos. 

Ante este ambiente hostil, los empresa-
rios y sus representantes llevan años aga-
chando la cabeza, mostrando miedo ante el 
Boletín Oficial del Estado. Y lo que viene su-
cediendo es que ese silencio para reducir el 
daño y prevenir nuevas intervenciones lo 
único que hace es dar rienda suelta a esta 
doctrina intervencionista, que va a más. 
Sánchez es un experto en dividir a sus con-
tendientes y lo está haciendo también en el 
sector empresarial. 

El próximo martes 20 de mayo, se cele-
bran las elecciones para elegir al presidente 
de la patronal de la pequeña y mediana em-
presa, Cepyme. Compiten el actual presi-
dente, el empresario de tres generaciones 
Gerardo Cuerva, y una candidata de Valla-
dolid, la abogada Ángela de Miguel. Esta úl-
tima impulsada por el presidente de CEOE, 
Antonio Garamendi, que ha declarado la 
guerra al que también es vicepresidente de 
la gran patronal. 

Sin entrar en la dura campaña electoral 
que se está planteando, en los méritos de 
uno y otra, y en los apoyos políticos que es-
tán cosechando los candidatos, hay que de-
jar claro que lo que se dirime el próximo 
martes es la respuesta que deben dar los 
empresarios ante un gobierno hostil e inter-
vencionista. Se trata de optar por un actitud 
complaciente que evite el enfrentamiento 
por lo que pueda venir después, o avanzar 
hacia una actuación reivindicativa en de-
fensa de la economía de mercado. 

Aunque Cuerva haya firmado, junto a Ga-
ramendi y los sindicatos, todos los acuerdos 
sociales que ha puesto sobre la mesa la vice-
presidenta segunda y ministra de Trabajo, 
Yolanda Díaz, considera que se ha cedido 
demasiado en cuestiones que hacen daño a 
la viabilidad de la pequeñas y medianas em-
presas. La contrarreforma laboral, la tribu-
tación de los autónomos, las subidas del sa-
lario mínimo interprofesional, la cuota de 

solidaridad para la finan-
ciación de las pensiones o 
las continuas subidas de los 
costes empresariales, for-
man parte de esa larga lista 
de problemas para las 
pymes. 

En julio de 2024, el pre-
sidente de Cepyme lanzó 

un Manifiesto por la Libertad de la Empresa, 
que fue recibido con absoluta frialdad por 
su hermano mayor de CEOE. Desde enton-
ces, las relaciones entre ambos se han ido 
tensionando y las elecciones del 20 de mayo 
se plantean ya como un preludio a las de la 
gran patronal en 2026. Antonio Garamendi 
ha eliminado el límite de mandatos y quiere 
volverse a presentar. Teme que si Gerardo 
Cuerva repite en la patronal de la pequeña y 
mediana empresa, sea su rival en los comi-
cios del próximo año. 

Las espadas están en alto y los 505 vocales 
con derecho voto tendrán que decidir den-
tro de una semana quién presidirá Cepyme 
durante los cuatro próximos años. Ambos 
candidatos se ven ganadores, aunque puede 
pasar cualquier cosa, porque las federacio-
nes pueden asegurarles el voto favorable y 
luego hacer lo contrario. Eso, sin contar con 
el voto delegado que puede inclinar la ba-
lanza en un sentido o en otro. 

Como en la política, en las organizaciones 
empresariales influye mucho el peso del po-
der adquirido. Con el paso del tiempo, se in-
crementan las posibilidades de un presi-
dente de influir en los votos de sus asocia-
dos. El presupuesto da para ganar apoyos y 
hacer crecer el pesebre, siguiendo el ejem-
plo de los partidos políticos. Habrá que es-
perar una semana para ver quién resulta 
vencedor y, sobre todo, las heridas que que-
dan abiertas tras la campaña electoral.
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Cómo deben actuar  
los empresarios ante 
un gobierno hostil
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Starmer endurece 
la inmigración para 
frenar a Reform UK
REINO UNIDO/ Londres controlará el perfil de los trabajadores 
y subirá los costes a las empresas que contraten extranjeros.

Artur Zanón. Londres 

“Nos arriesgamos a convertir-
nos en una isla de extraños”. 
Este es uno de los argumentos 
que usó ayer el primer minis-
tro inglés, Keir Starmer, para 
justificar el endurecimiento 
de la política inmigratoria, de 
acuerdo con el libro blanco 
publicado ayer, apenas diez 
días después de que Reform 
UK, que propugna un control 
rígido de la inmigración, ga-
nase unas elecciones locales y 
el tema haya vuelto a la agen-
da, si es que alguna vez se fue. 

Downing Street pretende 
tomar el “control” de la inmi-
gración tras el Brexit y redu-
cirla, en términos netos, de 
forma “significativa”, sin con-
cretar cifras. Starmer no dio 
cifras tras los fracasos de los 
anteriores gobiernos en cum-
plir sus promesas. 

El divorcio con la UE fue 
acompañado de la promesa 
de reducir la inmigración ne-
ta, entre 200.000 y 300.000 
personas entre 2000 y la for-
malización del Brexit (2020). 
Desde entonces y pasado el 
Covid, las cifras se han dispa-
rado, con 1,6 millones de per-
sonas en el total de los dos úl-
timos años. A ello hay que 
añadir otra realidad: los euro-
peos se van y llegan asiáticos y 
africanos. Starmer ha dicho 
que la concesión de visados 
ha caído un 40% desde que 
llegó al poder, el pasado julio. 

¿Cuáles serán los principa-
les cambios? Los estudiantes 
(el principal colectivo que en-
tra) verán reducido el tiempo 
máximo que pueden estar sin 
un visado de trabajo una vez 
terminados los estudios de 24 
meses a 18 meses. A las uni-
versidades se les cobrará por 
cada estudiante extranjero. 

Con nueve millones de 
adultos inactivos, el Gobierno 
pretende incentivar la mano 
de obra local. Se quiere termi-
nar con la contratación en el 
extranjero para cuidados so-
ciales y se pretende incentivar 
la llegada de profesionales 
cualificados. Se elevará en un 
32% el importe que las em-
presas pagan por patrocinar a 
un trabajador extranjero. Los 
inmigrantes (incluidos los de-
pendientes adultos) deberán 
tener cierto nivel de inglés.  

Las empresas alertan 
Las Cámaras de Comercio 
Británicas aplaudieron la in-
tención de planificar mejor 
los flujos, pero advirtieron de 
que un 13% de las empresas 
necesitan empleados del ex-
terior, alertaron de “barreras 

adicionales” por la subida de 
los costes y recordaron su 
apuesta por un esquema de 
movilidad juvenil con la UE 
para estudiar y trabajar tras la 
etapa formativa. 

Además, la obtención de la 
ciudadanía requerirá al me-
nos diez años, y no cinco co-
mo hasta ahora, aunque para 
ciertos profesionales o contri-
buyentes más se podrá redu-
cir ese periodo. Starmer avan-
zó que, si hace falta, se darán 
pasos más firmes para contro-
lar los números.  

Starmer, que no se refirió 
en sus planes a la inmigración 
ilegal que cruza el canal de la 
Mancha (11.516 personas solo 
este año), acusó al Gobierno 
anterior de realizar un “expe-
rimento con fronteras abier-
tas”. “El daño que esto ha he-
cho a nuestro país es incalcu-
lable”, recalcó. 

El primer ministro negó 
que las nuevas políticas so-
bre inmigración sean una 
reacción a la victoria de Re-
form UK en los comicios del 
1 de mayo. Esa formación, li-
derada por Nigel Farage, es 
la heredera del Partido del 
Brexit y tiene como principal 
mensaje el control férreo de 
la inmigración. Su triunfo ha 
subrayado el gran desgaste 
laborista en solo un año en el 
poder. 
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La obtención de la 
ciudadanía requerirá 
al menos diez años,  
y no cinco como 
hasta ahora

El primer ministro británico, Keir Starmer, ayer.
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En las elecciones  
de Cepyme se dirime 
la respuesta de los 
empresarios ante  
un gobierno hostil


